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Protocolo de Sentencias

Tomo:.......................................................................

Folio:........................................................................

Secretaria: Eugenia Martínez Paz


SENTENCIA NUMERO: 166

En la Ciudad de Córdoba a las                     horas del día  22

de         diciembre                          de dos mil once, se reunieron en Audiencia Pública los Señores Vocales de esta Excma. Cámara Sexta de Apelaciones en lo Civil y Comercial, en presencia de la Secretaria autorizante, en estos autos caratulados: "DIAZ, EDUARDO BENITO C/ CAMINO DE LAS SIERRAS S.A. - ORDINARIO - DAÑOS Y PERJ. - OTRAS FORMAS DE RESPONS. EXTRACONTRACTUAL - RECURSO DE APELACIÓN - EXPTE. N° 263228/36”, venidos a los fines de resolver los recursos de apelación interpuestos en contra de la Sentencia Número Trescientos Ochenta y Cinco de fecha veintiséis de agosto de dos mil nueve, dictada por el Sr. Juez del Juzgado de Primera Instancia y Cuadragésimo Séptima Nominación en lo Civil y Comercial, Dr. Manuel José Maciel, quien resolvió: “1) Hacer lugar parcialmente a la demanda incoada por el Sr. Eduardo Benito Díaz, DNI N 16.013.678, y en consecuencia condenar a Caminos de las Sierras S.A. y al Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba, solidariamente, a abonar al actor, en el plazo de diez (10) días, la suma de pesos cinco mil noventa ($ 5.090), conforme los considerandos respectivos, con mas los intereses pertinentes. 2) Imponer las costas en sesenta por ciento (60%) a la parte actora, y en un cuarenta por ciento (40%) a la demandada, excepto respecto de SanCor Cooperativa de Seguros Ltda., según el considerando pertinente.- 3) Regular los honorarios de los Dres. Martha Graf, Graciela Cazzani y Placido Antonio Doffi, en conjunto y proporción de ley, en la suma de pesos tres mil seiscientos noventa y dos ($ 3.692).- 4) Regular los honorarios de los Dres. Ramiro Acuña, Álvaro del Castillo, José Gómez Pereyra y Valeria Palomeque, en conjunto y proporción de ley, en la suma de pesos cuatro mil seiscientos sesenta y tres ($ 4.663), con mas IVA del 21% para el Dr. Álvaro Del Castillo, sobre el monto regulado.- 5) Regular los honorarios de los Dres. Omar Cardetti y Rubén Bordanzi, en conjunto y proporción de ley, en la suma de pesos trescientos sesenta y ocho ($ 368), con más el IVA del 21% correspondiente al Dr. Omar Cardetti, sobre el monto regulado.- 6) Regular los honorarios de los Dres. Julio José Montes, Claudio Martín Viale y Miguel Hugo Vaca Narvaja, en conjunto y proporción, en la suma de pesos cuatro mil seiscientos sesenta y tres ($ 4.663).- 7) Tener presente el Beneficio de Litigar sin Gastos otorgado al Actor según surge del certificado a fs. 225 de los presentes. Prot...".-------------------------------------------------------------------

El Tribunal se planteó las siguientes cuestiones a resolver:---------------------

1º) ¿Es ajustada a derecho la sentencia recurrida?; 2°) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.---------------------------------------------

Previo sorteo de ley, los Sres. Vocales votaron de la siguiente manera.-----LA SEÑORA VOCAL DOCTORA SILVIA B. PALACIO DE CAEIRO A LA PRIMERA CUESTION DIJO:------------------------------

I.- La sentencia Número 385 dictada el veintiséis de agosto de 2009 ha sido objeto de recurso de apelación por el demandado, Camino de las Sierras S.A., el Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba y la aseguradora Sancor Coop. de Seguros Ltda.-----------------------------------------------------

A) A fs. 835/839, expresa agravios el apoderado de Caminos de las Sierras S.A., criticando en primer término el encuadre jurídico de la relación existente entre el actor y su representada. Que el Sentenciante consideró que su mandante es responsable por los daños sufridos por el actor, pero omitió valorar circunstancias importantes, como lo son, que la existencia de animales sueltos en la autopista de Carlos Paz, es un hecho previsible, que bien pudo conocerlo el actor pues se ha reconocido que trabajaba en dicha ciudad. Que ello le imponía obrar con cuidado y decisión.---------------------

Señala que la ausencia de tal previsibilidad, ha sido reconocida jurisprudencialmente, argumentando que la situación de que en los márgenes de la citada autopista hay casas, estancias, predios de ganadería y exposición, no sirve para fundar la aseveración practicada en la sentencia, pues lo normal es que los animales se encuentren en predios cerrados y no sobre la ruta. De allí, asevera, no hay nexo causal para atribuir responsabilidad a su parte por la imprevisibilidad del hecho imputado.------

Expone que la jurisprudencia ha considerado que la obligación de las concesionarias de peajes es de medios y no de resultado.-----------------------

Se explaya con relación a la obligación de medios considerada por el A-quo, exponiendo que se ha basado en una presunción de que las personas que venían arriando los animales eran dependientes de la empresa, lo que carece de prueba que lo corrobore, por lo que la condena no puede basarse en una presunción.--------------------------------------------------------------------

En forma subsidiaria, para el caso en que este agravio se rechace, se queja por los daños materiales del automotor ordenados a resarcir, señalando que se admitió para acreditar el rubro un presupuesto, un certificado de realización de reparaciones y una orden de trabajo, lo que no fueron debidamente reconocidos, por lo que no cabe asignarle el carácter de auténticos.------------------------------------------------------------------------------

Estima que no están acreditados los daños reclamados pues no hay pericia mecánica que permita conocer su existencia, extensión y cuantía en concepto de reparación del vehículo. Que al no cumplirse con la carga probatoria para verificar la existencia de los daños, no cabe reconocerlos con base en precedentes de la jurisprudencia por lo que, al no haber sido probados aquellos deben rechazarse.-----------------------------------------------

Como tercer agravio, se queja por la estimación del monto en concepto de privación de uso del rodado, lo que debió ser demostrado, pues no es un daño “in re ipsa” como lo considera el A-quo. Al haber el actor reclamado el mismo, debió adjuntar a la causa recibos, constancias, etc. a los fines de probarlos. Hace notar una contradicción en el criterio del Sentenciante, pues por un lado al tratar los daños del vehículo afirmó que los instrumentos privados no pueden ser tenidos como auténticos, pero al tratar el rubro privación del vehículo si los tiene por tales.----------------------------

Que pese a no haberse cumplido la carga procesal, el A-quo deduce que el demandante se vio privado de su vehículo por quince días. Pide el rechazo del rubro.-------------------------------------------------------------------------------

La cuarta queja se relaciona con el monto de la condenación del daño moral, estimando que para su fijación se ha utilizado un criterio antojadizo y abultado. Que no se adjuntó ninguna clase de prueba para demostrar la existencia o cuantificación.----------------------------------------------------------

En el quinto agravio expone sus reparos por la imposición de costas establecidas en un 60% a cargo del actor y en 40% a la demandada, cuando de los términos de la demanda y de la condena se advierte que prosperó en el porcentaje del 23% por lo que su representada ha sido victoriosa en un 77%. Considera que la imposición debe guardar un resultado proporcional, por lo que solicita la modificación del decisorio.--------------------------------

Corrido el traslado de rigor lo responde la  parte actora solicitando su rechazo y la imposición de sanciones para la recurrente en los términos del art. 83 del CPC (fs. 845/848 vta.), dándose aquí por reproducidas las manifestaciones practicadas, por razones de brevedad. A fs. 850 la demandada responde el traslado referido a las sanciones.-----------------------

B) A fs. 864/868 vta., expresa agravios el apoderado de la Provincia de Córdoba, quien luego de reseñar los términos de los escritos iniciales y su postura sostenida, se agravia de que se haya dispuesto la condena solidaria de la empresa concesionaria y de su mandante. ----------------------------------

Con respecto al rechazo de la defensa de prescripción que articuló oportunamente, se queja que se haya considerado la presencia de obligaciones solidarias en los términos del art. 705 del CC para resolver aquella, sin dar razones suficientes para ello, lo que altera los postulados del art. 326 del CPC y 155 de la Constitución de Córdoba, pues no es una decisión lógica y legal.---------------------------------------------------------------

Frente a ello, considera que la solidaridad al no haber sido establecida legislativamente no puede sostenerse, por lo cual peticiona que se acoja la defensa de prescripción planteada.-------------------------------------------------

Como segundo agravio se queja por el rechazo de la defensa de falta de acción, manifiestando que ha sido grave error abordar la cuestión de la responsabilidad de la Provincia con apartamiento de los términos de la ampliación de la demanda (fs. 52/53), donde se accionó en contra de la provincia con sustento en el Contrato de Concesión.----------------------------

Asevera que el A-quo se adentra al tratamiento de consideraciones relativas al poder de policía de la Provincia y de su falta de control, sin que dicho tópico haya sido planteado por la actora y sin que exista en autos acreditación de los asertos relativos a la prestación irregular de su poder de policía en las rutas.-------------------------------------------------------------------

Que en el contrato de concesión concertado entre  la empresa Caminos de las Sierras y su mandantes, que el propio demandante ha invocado para traer al juicio a la Provincia, se establece que el servicio prestado es de exclusivo riesgo de la concesionaria, siendo de su exclusivo riesgo la explotación del red de acceso a la ciudad  RAC, lo que excluye toda responsabilidad de la Provincia. Ello excluye la aplicación del art. 1113 del C.C. ------------------------------------------------------------------------------------

Le agravia finalmente el plazo impuesto en el resolutorio (diez días) en contradicción con lo normado por el art. 806 del CPC. Solicita por todo ello el rechazo de la demanda articulada en su contra, con costas.-----------------

A fs. 875/878 obra el responde de la actora, a cuyos términos procede remitirse.-------------------------------------------------------------------------------

C) A fs. 880/883 expresa agravios el apoderado de la aseguradora citada en garantía “Sancor Cooperativa de Seguros Ltda.”, por cuanto se omitió plasmar en la parte resolutiva las consideraciones realizadas y conclusiones del A-quo respecto a la citación en garantía de su mandante y posterior desistimiento con imposición de las costas a cargo del actor. ------------------

Que dichas cuestiones tratadas en los considerandos no fueron debidamente resueltas, pese a lo cual se abordó el tema, pero el Tribunal no tuvo a su mandante por desistida, aún cuando aseveró que había una aceptación tácita de dicho desistimiento, lo que la obligó a intervenir en todas las etapas del juicio, correspondiendo en consecuencia, que al dictarse la sentencia se resuelva su situación procesal. Que al abordarse lo referido a la imposición de las costas, se dijo que respecto a su intervención se imponían en su totalidad al actor, por haber pedido su intervención, desistiendo posteriormente, por lo que cabe establecer lo propio en la parte resolutoria. Expone que la aclaratoria que su parte interpuso no fue admitida por el A-quo.-------------------------------------------------------------------------------------

Solicita la modificación de la resolución, supliéndose las omisiones apuntadas, dejándose expresamente declarado el desistimiento por parte del actor de la citación en garantía de su mandante y que las costas resultan a su cargo. -------------------------------------------------------------------------------

En fs. 886 obra el responde de la actora que también se da por reproducido.---------------------------------------------------------------------------

II.- A fs. 894 se dispone correr traslado al Sr. Fiscal de Cámaras, por haberse invocado la normativa de la Ley de Defensa al Consumidor.---------

III.- Recurso de apelación interpuesto por la empresa Caminos de las Sierras S.A.---------------------------------------------------------------------------

A) Vínculo jurídico existente entre las partes.--------------------------------
Con relación al primer agravio relativo al vínculo jurídico que une al recurrente con la accionante, cabe referenciar que según lo ha sostenido anteriormente esta Cámara y bien lo apunta el Sr. Fiscal de Cámaras, en la doctrina se han suscitado diferentes enfoques para analizar la responsabilidad de los concesionario de rutas con peaje.-----------------------

En la causa "ANDRADA, RICARDO HECTOR C/ CAMINOS DE LAS SIERRAS S.A. - ORDINARIO - DAÑOS Y PERJ. - ACCIDENTES DE TRANSITO - RECURSO DE APELACION" - Expte N°  01059496/36, (Sentencia N° 86 de fecha 30/07/09) hice alusión a las diferentes tesis existentes. ----------------------------------------------------

Allí dije que: "El análisis debe comenzar por la naturaleza y fundamento de la responsabilidad de la concesionaria de peaje.----------------------------------

Distintas posiciones:-----------------------------------------------------------------

Sobre estas cuestiones, se han elaborado distintas posiciones doctrinarias y jurisprudenciales, las cuales podríamos sintetizar de la siguiente manera (véase PIZARRO R., “Responsabilidad Civil por riesgo creado y de empresa – Contractual y Extracontractual”, Ed. La Ley, Bs. As., 2006, T. III, pág. 336 y s.s.):-------------------------------------------------------------------

a) La tesis extracontractualista: Conforme una opinión, que gozó del fuerte apoyo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir de las causas "Colavita" y "Bertinat", la relación entre el usuario y la empresa concesionaria de peaje es de naturaleza extracontractual.-----------------------

Ella no reviste carácter contractual sino tributario, por lo que el peaje, así concebido no es un precio, ni una contraprestación por un servicio brindado por la empresa, sino algo distinto.--------------------------------------------------

Entiende que la relación entre concesionario y usuario es extracontractual, sin perjuicio de que el incumplimiento de las obligaciones por parte del concesionario emergentes del marco normativo y legal que rige la concesión, pueda determinar una obligación de resarcir cuando el administrado sufra un daño a raíz de ello. La empresa no es dueña del camino y sólo tiene a su cargo su cuidado y conservación material. La imputación según los casos puede ser subjetiva (vgr. defectos de señalización, omisión de remoción de obstáculos en la ruta, etc. Arts. 512, 1109, 902 y c.c., C.C.) u objetiva, derivada del riesgo o vicio de la cosa (art. 1113 C.C. cuando por ejemplo roturas de pavimento provocan el daño).-----------------------------------------------------------------------------------

b) Tesis de la relación contractual de derecho privado:--------------------------

Amplia y calificada doctrina y jurisprudencia (Bustamante Alsina, Mosset Iturraspe, Vázquez Ferreira, Zavala de González, Bueres, Goldenberg, Lloveras de Resk, Picasso, Ghersi, entre otros), entiende la responsabilidad de la empresa por daños sufridos por el usuario es en todos los casos de naturaleza contractual. La naturaleza contractual de la relación entre el concesionario y el usuario parte de reconocer que el accidente ha sido precedido por una relación jurídica preexistente, entendiéndose que el peaje es un precio y, además, una contraprestación a favor del concesionario.-----

Asimismo sostienen que del vínculo contractual se generan básicamente dos obligaciones en cabeza del concesionario: una principal que es habilitar el tránsito en el corredor vial y mantener la carpeta asfáltica y banquinas en condiciones adecuadas a tal fin y otra accesoria que se plasma en un deber específico de seguridad por los daños que el usuario pueda sufrir durante la circulación. Los alcances del deber de seguridad son materia opinable dentro de esta corriente, pues algunos consideran que es de medios (parámetro subjetivo de imputación, a la empresa le bastaría con probar un actuar diligente, una adopción de las medidas de prevención razonablemente adecuadas, en definitiva la no culpa a los fines de eximirse de responsabilidad) y otros de resultado (parámetro objetivo, responsabilidad más estricta, caso en el cual los únicos eximentes son el caso fortuito o la fuerza mayor, el hecho del tercero y la culpa de la víctima; la no culpa no es eximente).----------------------------------------------

c) Tesis de la situación obligacional: ----------------------------------------------

Es la defendida por el Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, que establece que entre el particular que paga el peaje y la empresa concesionaria se genera un nuevo vínculo obligacional distinto del existente en el ámbito del derecho público entre el Estado y esta última que ante el incumplimiento de alguno de los deberes contractuales previamente asumidos por el ente vial produce un daño en perjuicio del usuario, el caso queda atrapado por las reglas que rigen en materia de responsabilidad contractual u obligacional, mientras que el perjudicado no pretenda atribuir a la empresa un hecho cuya ilicitud se funde, no ya en una transgresión de tal entidad, sino de las normas de derecho común -delitos o cuasi-delitos- pues, en tal caso, la cuestión se desplazaría al ámbito de la responsabilidad extracontractual.---------------------------------------------------

Nuestro Alto Cuerpo en autos “"HERNÁNDEZ EMILIO CARLOS C/ RED VIAL CENTRO S.A. - ORDINARIO - RECURSO DE CASACION" (Sent. Nº 31 del 10/04/01 - voto del Dr. Adán Ferrer) sostuvo: “…Las consideraciones que anteceden me llevan a la convicción de que la responsabilidad que, frente a los usuarios, arriesga el concesionario al incumplir las obligaciones asumidas (con la Administración) en beneficio de aquellos, es de naturaleza contractual, carácter que no vendría a esfumarse por la sola circunstancia de no existir un "contrato" especial y distinto entre ellos.--------------------------------------

Con mayor precisión terminológica y en la inteligencia de que la fuente generadora del deber jurídico preexistente no se limitaría a la simple noción del contrato "inter partes", se ha preferido hablar de "responsabilidad obligacional" o por incumplimiento obligacional, eludiendo con ello la estrechez de la expresión "responsabilidad contractual" (conf.: Ramón D. Pizarro - Carlos G. Vallespinos, "Instituciones de Derecho Privado - Obligaciones", t. 2, Ed. Hammurabi, pág. 469).------------------------------------------------------------------------------

En conclusión: cuando el incumplimiento de alguno de los deberes contractuales previamente asumidos por el ente vial produce un daño en perjuicio del usuario, el caso queda atrapado por las reglas que rigen en materia de responsabilidad contractual u obligacional, al menos -claro está-, mientras el perjudicado no pretenda atribuir a la empresa un hecho cuya ilicitud se funde, no ya en una trasgresión de tal entidad, sino de las normas de derecho común -delitos o cuasi-delitos- (v.gr.: si se demanda a la concesionaria vial como propietaria de un vehículo involucrado en un accidente, en base al art. 1113, Cód. Civil) pues, en tal caso, la cuestión se desplazaría al ámbito de la responsabilidad extracontractual.”--------------

d) Tesis de la relación de consumo:------------------------------------------------

Esta tesis avanza aún más y emplaza la responsabilidad de la empresa concesionaria en el terreno de la relación de consumo y en el ámbito específico de los principios y normas de defensa del consumidor, lo cual implica la consagración de una obligación de seguridad muy estricta (art. 5º, ley 24.240) que para muchos es de resultado, lo que se armoniza con los deberes de información (arts. 6, 25 y 28 de la citada ley) y el principio de in dubio pro consumidor.---------------------------------------------------------------

Lo cierto es que hoy en día se privilegia al damnificado por encima del interés del mercado, a cuyo fin se asigna el carácter propio de una relación de consumo al vínculo entre el concesionario y el usuario, ampliando así la estructura protectoria de éste.-------------------------------------------------------

La adjetivación que se predica enlaza el régimen de la responsabilidad civil con la obligación de seguridad que consagra el art. 5 de la ley 24.240; es decir, al estar frente a una relación de consumo, la obligación de seguridad se halla indudablemente incorporada a su contenido en protección del consumidor/usuario, careciendo de interés por lo tanto acudir a la legislación de fondo.------------------------------------------------------------------

Conlleva esta visión las pautas propias de una legislación garantista, que prioriza, a más de la vida de las personas, la seguridad de ellas en cuanto significa estar a cubierto de riesgos no queridos, de sobresaltos, de situaciones que sorprenden negativamente, en cuya defensa no pueden admitirse limitaciones ni cortapisas ni contravalores preponderantes (MOSSET ITURRASPE – LORENZETTI, Defensa del consumidor. Ley 24.240, 1994, p. 78).------------------------------------------------------------------

La responsabilidad se deriva entonces del incumplimiento de un deber secundario de conducta, el de seguridad, desde que el servicio debe ser prestado en forma tal que la ruta no presente peligro alguno para la circulación de los usuarios. Demostrado el perjuicio y, a su vez, que éste aconteció durante el tránsito vehicular por la ruta concesionada, surge en contra del concesionario una presunción de adecuación causal que sólo puede ser desvirtuada mediante la prueba de la causa ajena, esto es, la ruptura del nexo causal a través del casus, el hecho de un tercero por el que no se debe responder y la culpa de la víctima.------------------------------------

Esta tesis ha sido sostenida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en la causa “Ferreira, Víctor D. y otro c/ V.I.C.O.V. S.A.” (C.S.J.N., 21/03/06, LL 30/03/06), dando un giro a su anterior concepción jurisprudencial, estableciendo ahora que entre el concesionario vial y el usuario media una relación de consumo, en la que pesa sobre aquél una obligación de seguridad, de resultado, consistente en asegurar que el usuario transite la ruta en condiciones de indemnidad, esto es, que llegue sano y salvo al final del recorrido (votos de los Ministros Zaffaroni y Lorenzetti).-----------------------------------------------------------------------------

En dicho fallo, en una causa donde se reclamaba a la concesionaria la indemnización a los actores por los daños sufridos a raíz de un accidente acaecido al colisionar la víctima contra un animal suelto, si bien la Corte declaró inadmisible el recurso extraordinario por aplicación del certiorari, reviste gran importancia en la materia por cuanto los mencionados ministros pusieron en evidencia que su criterio está lejos de “Colavita” (donde se apoyó la tesis extracontractualista). En síntesis podemos decir que el Dr. Zaffaroni emplazó la cuestión en una relación contractual de consumo de donde surge una obligación objetiva de resultado para la concesionaria, por su deber de custodia y vigilancia permanente y de remoción inmediata de obstáculos y elementos peligrosos. En una posición más moderada el Ministro Lorenzetti si bien emplaza la cuestión en una relación de consumo, considera que pesa sobre la empresa un deber de seguridad adecuado a los concretos riesgos existentes en la ruta concesionadas en tanto resulten previsibles según el curso normal y ordinario de las cosas (arts. 901 a 906 C.C.), el que no se plasmaría en una garantía de resultado, sino más bien una obligación de seguridad ligada a la idea de previsibilidad, lo que demuestra la subyacencia de una idea de responsabilidad subjetiva.------------------------------------------------------------

En el voto del Dr. Lorenzetti se realiza una rica reflexión dejando en claro que el deber de seguridad no genera una responsabilidad absoluta, sino que pueden concurrir eximentes de acuerdo a las reglas imperantes sobre la causalidad. Así dice que “la extensión del deber de seguridad se refiere a los acontecimientos previsibles según el curso normal y ordinario de las cosas. Ello es así porque para determinar el contenido de este deber de cooperación cabe recurrir al derecho común que establece las normas generales, que vienen a integrar las normas especiales cuando no contienen disposiciones específicas en este sentido. Que no es posible afirmar la existencia de una garantía de resultado, de manera que el usuario no sufra daño alguno. El régimen de causalidad vigente (arts. 901 a 906 del Código Civil) toma en cuenta las consecuencias normales y ordinarias previsibles, eximiendo al responsable de aquellas que son inevitables o no previsibles. La previsibilidad exigible variará —de acuerdo a la regla del art. 902 del Código Civil— de un caso a otro, lo cual vendrá justificado por las circunstancias propias de cada situación, siendo notorio que no puede ser igual el tratamiento que puede requerirse al concesionario vial de una autopista urbana, que al concesionario de una ruta interurbana, ni idéntica la del concesionario de una carretera en zona rural, que la del concesionario de una ruta en zona desértica. Como consecuencia de ello, incumbe al juez hacer las discriminaciones correspondientes para evitar fallos que resulten de formulaciones abstractas o genéricas”.-----------------------------------------
Mas recientemente, la Corte se ha inclinado decididamente por la tesis que sustenta que las relaciones entre usuario y concesionaria es una relación de consumo, conforme al régimen vigente en la actualidad, aclarando que en aquellos supuestos en que –en virtud de la fecha de entrada en vigencia de la ley 24.240- dicho ordenamiento legal no pueda aplicarse, la cuestión debe considerarse como de naturaleza contractual, de la que emerge el deber de seguridad en cabeza de la empresa concesionaria (CSJN, autos “Bianchi, Isabel del Carmen Pereyra de c. Provincia de Buenos Aires y /u otros”, 07/11/2006, DJ 29/11/2006, 950 - RCyS 2006-XII, 50 - DJ 28/02/2007, 460, con nota de Carlos Ghersi; Celia Weingarten - LA LEY 13/03/2007, 7, con nota de Jorge Mario Galdós - RCyS 2007-III, 48, con nota de Ramón D. Pizarro - DJ 01/08/2007, 979, con nota María Soledad Webb; también en Basualdo, Argentino R. c. Empresa Vírgen del Itatí C.O.V.S.A. (V.I.C.O.V. S.A.) y/o quien resulte propietario y/o responsable, 28/03/2006, LL 23/10/2006, 11; y Caja de Seguros S.A. c. Caminos del Atlántico S.A.V.C., 21/03/2006, DJ 31/05/2006, 331, LL 22/05/2006, 11, LL 2006-C, 896, Fallos 329:695).--------------------------------------------------

Por último, cabe destacar que esta Cámara, en reciente pronunciamiento (in re “D'ANDREA, VICTOR FABIAN C/ CAMINOS DE LAS SIERRAS S.A. - ORDINARIO - DAÑOS Y PERJ. - ACCIDENTES DE TRANSITO – EXPTE. N° 00651413/36", Sent. Nº 112 del 12/08/08), ha decidido que la naturaleza de la relación jurídica que une a las partes es de consumo, por tanto la responsabilidad civil debe regirse por las normas consumeristas, y el fundamento de la misma es objetivo, pues pesa sobre el concesionario una obligación de seguridad, que es de resultado y por tanto no se exime probando la no culpa sino sólo acreditando la ruptura del nexo causal (causa, hecho del tercero y culpa de la víctima).-------------------------

El hecho de que exista la referida obligación de seguridad, no torna a la responsabilidad en absoluta. No puede haber nunca una responsabilidad absoluta. El sindicado como responsable, en este caso el concesionario, puede alegar y probar la ruptura del nexo de causalidad. Y recordemos que la relación de causalidad debe juzgarse con los parámetros de la generalidad, esto es, debe analizarse si según el curso natural y ordinario de las cosas el incumplimiento de la obligación genera el daño o si por el contrario el mismo proviene de una causa ajena.".-------------------------------
Cabe señalar que a la luz de lo dicho, no es relevante para contradecir la postura explicada, el argumento referido a la previsibilidad o imprevisibilidad de la presencia de animales sueltos en la ruta pues, al ser una cuestión fáctica, debe ser ponderada en cada caso particular, aún cuando que reconozca que no admiten estandarización. ------------------------

En tal sentido, en una ruta de las características de intenso flujo de tránsito y congestión como la que presenta el trayecto Córdoba -Carlos Paz, cuya longitud no es excesiva ni elevada, es evidente que las diligencias exigibles al concesionario para tener por cumplido su deber de seguridad, deben extremarse. ----------------------------------------------------------------------------

Asimismo, las posibilidades materiales de prevención por parte de la concesionaria deben ser idóneas y eficientes y en esa idea, no aparece el comportamiento de la empresa Camino de las Sierras S.A. como el más acorde con el que las circunstancias de modo, tiempo y lugar le exigían para garantizar la seguridad del tránsito. ------------------------------------------

Siendo pertinentes las indicadas consideraciones al caso de autos, por presentar similitud la plataforma fáctica y jurídica, se concluye que con base en el deber de seguridad de resultado, establecido en el art. 5 de la ley 24.240, la concesionaria Caminos de las Sierras S.A. debe responder frente al actor en su condición de consumidor por el acontecimiento dañoso demandado. Por ello debe desestimarse el agravio relativo al vínculo jurídico.---------------------------------------------------------------------------------

B) RUBROS INDEMNIZATORIOS--------------------------------------------

1) Daños materiales del automotor-----------------------------------------------

Respecto a la cuantía de los daños materiales sufridos por el automotor, se hace notar que en el juicio ha quedado acreditado por el sumario policial (fs. 315/346) y la fotografía del recorte periodístico (fs. 349), como bien lo señala el Fiscal de Cámaras, los efectivos daños que sufrió el vehículo a raíz del accidente en cuestión. Asimismo ellos se constatan de las fotografías adjuntas a fs. 383/385.--------------------------------------------------

 Por ello al haber sido acreditados los daños efectivamente, resulta claro que ellos deben ser resarcidos por el demandado.--------------------------------

Siendo el monto indemnizatorio ordenado razonable a la luz de las reglas de la experiencia, que informan el principio de la sana crítica, según el régimen presuncional habilitado por el art. 316 del CPC, corresponde confirmarlo por iguales razones que las establecidas por el Sentenciante.----

En tal sentido, al haberse acreditado los perjuicios materiales, la sola circunstancia de que los presupuestos aportados a fs. 10/11,  309/310, 347 no fueran objeto de reconocimiento, no es motivo válido para desechar la pretensión indemnizatoria.-----------------------------------------------------------

Es decir, en casos semejantes, cuando el daño material es evidente y probado, el señalado art. 316 del sistema procesal habilita al juzgador a disponer el efectivo resarcimiento pecuniario. -----------------------------------

Razón por la cual el agravio de la demandada debe desecharse.---------------

2) Privación del vehículo ----------------------------------------------------------

Idéntica suerte debe aplicarse respecto al rubro privación del vehículo, desde que observando las reglas descriptas en el punto anterior, pues también es evidente que los arreglos materiales insumen un tiempo, en el cual el perjudicado no tiene la disponibilidad de su vehículo con los consiguientes gastos que tal situación acarrea.------------------------------------

En esa inteligencia, habiéndose probado por la prueba testimonial, que el actor vive en la ciudad de Córdoba y trabajaba en Carlos Paz, como asimismo que la familia necesitó de los auxilios de un taxi para movilizarse y atender los diferentes requerimientos que cuestiones de salud imponían (fs.468/vta.), el tiempo de privación del vehículo considerado en el pronunciamiento recurrido se revela prudente y razonable,  como asimismo el monto económico dispuesto.-----------------------------------------------------

Por ello, el agravio debe rechazarse. ----------------------------------------------

3) Daño Moral-----------------------------------------------------------------------

Con respecto a este tópico, no puede dejar de ponderarse las circunstancias del accidente sufrido por el actor, cuyas derivaciones sicológicas, han sido debidamente acreditadas por la pericia siquiátrica incorporada a fs. 392/394, cuyas conclusiones aluden al daño psíquico y moral emergente del accidente que soportó el accionante.------------------------------------------

 Evidentemente no puede dejar de apreciarse la existencia de dicho agravio moral, el que se configura cuando se lesionan los sentimientos o afecciones legítimas de la persona, o cuando se ocasionan perjuicios que se traducen en padecimientos físicos, o cuando se perturba la tranquilidad y el ritmo de vida del damnificado.----------------------------------------------------------------

Constituye una lesión a los derechos extrapatrimoniales, y no constituye una pena sino que integra la reparación.-------------------------------------------

En esta línea, la cuantía de la reparación debe ser fijada teniendo en cuenta la índole de los sufrimientos y molestias experimentados por la el damnificado. --------------------------------------------------------------------------

En concordancia con lo expuesto, considero que es adecuado el monto establecido por el rubro daño moral, correspondiendo en consecuencia desestimar el agravio de la empresa concesionaria.------------------------------

4) Condena en costas---------------------------------------------------------------

Respecto al agravio referido a la distribución de las costas del juicio, debe señalarse que en el caso de autos se trata de una acción  de daños y perjuicios respecto de la cual parte de la doctrina considera que no corresponde realizar distribución de costas conforme al éxito obtenido en virtud de que las mismas integran el resarcimiento (Costas Procesales-Doctrina y Jurisprudencia-Osvaldo Alfredo Gozaíni- pág. 115).--------------

No obstante ello, en el sub-exámine, la distribución de las costas se ha realizado en la forma que prevé el art. 132 del C.P.C. y teniendo en cuenta los rubros por los que ha prosperado la demanda. ------------------------------

La norma establece que en caso de vencimientos recíprocos, las costas deban soportarse según el resultado de las pretensiones de los litigantes. Si se acoge parcialmente la pretensión del demandante, correlativamente resulta ganancioso el contrario; por esto, la norma comulga con el principio general de costas al vencido, ya que la distribución sigue al principio de la derrota y se efectúa en atención al éxito parcial obtenido por cada parte. ----

En el caso, las costas deben ser distribuidas teniendo en cuenta los rubros que prosperan, siendo conveniente recordar que si bien la distribución se realiza en consonancia al éxito, ya que la redacción de la norma no impone de manera inexorable la necesidad de respectar la adecuada equivalencia entre el éxito económico y la proporcionalidad de las costas.------------------

Así se ha dicho: "La regla puede dictarse así: las costas deben distribuirse en proporción al éxito obtenido en el pleito, debiendo tenerse en cuenta la postura asumida por las partes en relación a la mayor o menor medida en que prosperen las aspiraciones controvertidas, tomándolas en su conjunto y no asiladamente, no teniendo trascendencia la existencia de diferencia entre el enfoque jurídico invocado por los protagonistas del juicio y el efectuado por el juzgador" (Costas Procesales- Dr. Osvaldo Alfredo Gozaíni -pág 109).------------------------------------------------------------------------------------

Las señaladas razones, hacen que se advierta adecuada la imposición de costas de primera instancia decididas en la recurrida, advirtiéndose que ellas se han establecido en función de los rubros por los que ha prosperado la demanda. ---------------------------------------------------------------------------

 IV.- Recurso de apelación articulado por la Provincia de Córdoba -----

Con relación a la defensa de falta de acción esgrimida, es de señalar que desde el caso fallado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en “Bertinat, Pablo y otros c. Provincia de Buenos Aires y otros”, 7/3/00, Fallos: 323:305 en adelante, se ha considerado que el deber de seguridad que compete a las administraciones provinciales por los daños ocurridos en las rutas, no alcanza a los accidentes ocasionados por animales sueltos, cuando esa circunstancia no responde puntualmente a la omisión o comisión de deberes estatales.-------------------------------------------------------

El Estado no es susceptible de asumir responsabilidades sobre consecuencias dañosas producidos por hechos que no se relacionan con su intervención directa.------------------------------------------------------------------

El poder de policía de seguridad de una ruta que pertenece al dominio público es comprensivo de todos aquellos actos que los agentes públicos deben asumir y en tal aspecto, por lo que para fijar la responsabilidad estatal, es imprescindible demostrar que no se observaron las conductas esperables para prevenir hechos ilícitos o delitos.--------------------------------

En el caso de autos, la demanda no ha atribuido a agentes públicos ni a órganos provinciales ninguna suerte de omisión o comisión, por lo que no cabe derivar ni endilgar responsabilidad a la Provincia de Córdoba por incumplimiento de sus deberes.-----------------------------------------------------

En tal sentido, el juzgamiento de las facetas y conductas que exige el poder de policía de seguridad en las rutas, se relaciona estrechamente y se encuentra en directa proporción con las debidas diligencias que el poder estatal debe observar, no pudiendo predicarse en abstracto o mediante generalizaciones.----------------------------------------------------------------------

En atención a lo expresado no corresponde pronunciarse respecto a la cuestión de la prescripción planteada. En tal sentido, corresponde admitir del recurso de apelación intentado por la Provincia de Córdoba y en consecuencia desestimar la demanda a su respecto, con costas (art. 130 CPC).-----------------------------------------------------------------------------------

V.- Recurso de apelación de la aseguradora citada en garantía Sancor Cooperativa de Seguros Ltda.----------------------------------------------------

La aseguradora Sancor Cooperativa de Seguros Ltda., se quejó por cuanto se omitió plasmar en la parte resolutiva las consideraciones realizadas y conclusiones del A-quo respecto a su situación, ocasionada por la citación en garantía de su mandante y posterior desistimiento, por lo cual el A-quo impuso las costas a cargo del actor, conforme a lo determinado en los considerandos. ------------------------------------------------------------------------

Cabe precisar que la parte actora al responder el traslado de este recurso (fs. 886), observa que efectivamente se omitió en la parte resolutiva disponer lo pertinente que había sido tratado en los considerandos, por lo que expresa que nada tiene que observar.-----------------------------------------

En consideración a ello y habiendo acuerdo de partes respecto al error incurrido en la parte resolutiva de la sentencia, cabe admitir el recurso de apelación de Sancor Cooperativa de Seguros Ltda. y subsanar la omisión incurrida, estableciendo que las costas por su intervención en la primera instancia son a cargo del actor, conforme a los fundamentos dados en los considerandos de dicho pronunciamiento. ----------------------------------------

Atento a las posturas de las partes, las costas se imponen por el orden causado, en mérito a que la omisión provino de la labor del Tribunal a-quo, no compitiéndole ninguna responsabilidad a la parte actora (conf. art. 130 in fine CPC).---------------------------------------------------------------------------

VI.- Finalmente ha de señalarse que no corresponde la imposición de sanciones a la recurrente Camino de las Sierras S.A., pedidas por la actora a fs. 845/848 vta.,  por no darse los supuestos habilitados por el art. 83 del CPC., en función de las facultades que asisten a las partes para interponer los recursos que el ordenamiento le brinda a los efectos de la plenitud del ejercicio de su derecho de defensa. ------------------------------------------------

EL SEÑOR VOCAL DOCTOR WALTER ADRIAN SIMES A LA PRIMERA CUESTION DIJO:---------------------------------------------------

Que adhería a lo expresado por la Sra. Vocal preopinante, y vota en igual sentido a esta cuestión propuesta por compartir los fundamentos.-----------

EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ALBERTO F. ZARZA A LA PRIMERA CUESTION DIJO:---------------------------------------------------

Que adhería a lo expresado por la Sra. Vocal de primer voto, y vota en igual sentido a esta cuestión propuesta por compartir los fundamentos.------

LA SEÑORA VOCAL DOCTORA SILVIA B. PALACIO DE CAEIRO A LA SEGUNDA CUESTIÓN DIJO: ----------------------------- Conforme al análisis expuesto, corresponde: I.- Desestimar el recurso de apelación intentado por la demandada Caminos de la Sierras S.A. II.- Imponer las costas de la alzada a la perdidosa, conforme al principio objetivo de la derrota, art. 130 in fine del CPC. III.- Admitir el recurso de apelación articulado por la Provincia de Córdoba, declarando procedente la defensa de falta de acción, por las razones explicadas supra. En su mérito, corresponde rechazar la ampliación de demanda articulada en contra de la Provincia de Córdoba, con costas a la actora perdidosa (art. 130 del CPC), debiéndose dejar sin efecto las regulaciones de honorarios establecidas en la sentencia impugnada. IV.- Admitir el recurso de apelación articulado por Sancor Cooperativa de Seguros Ltda y subsanar la omisión incurrida en el pronunciamiento apelado, estableciendo que las costas por su intervención en la primera instancia, son a cargo del actor, conforme a los fundamentos allí dados. Las costas se imponen por el orden causado, conforme a las explicaciones brindadas oportunamente. V- Desestimar la imposición de sanciones peticionada por la actora. Los honorarios de los profesionales actuantes se estimarán de conformidad a las normas arancelarias vigentes.--

EL SEÑOR VOCAL DOCTOR WALTER ADRIAN SIMES A LA SEGUNDA CUESTION DIJO:---------------------------------------------------

Que adhería a lo expresado por la Sra. Vocal preopinante, y vota en igual sentido a esta cuestión propuesta por compartir los fundamentos.-----------

EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ALBERTO F. ZARZA A LA SEGUNDA CUESTION DIJO:---------------------------------------------------

Que adhería a lo expresado por la Sra. Vocal de primer voto, y vota en igual sentido a esta cuestión propuesta por compartir los fundamentos.------

Por lo expuesto y el resultado de la votación que antecede,--------------------

SE RESUELVE: I.- Desestimar el recurso de apelación intentado por la demandada Caminos de la Sierras S.A. II.- Imponer las costas de la alzada a la perdidosa, conforme al principio objetivo de la derrota, art. 130 in fine del CPC. Estimar los honorarios de los Dres. Graciela Elizabeth Cazzani y Plácido Antonio Doffi -en conjunto y proporción de ley- por las tareas en esta instancia en el 35% de lo regulado en primera instancia. III.- Admitir el recurso de apelación articulado por la Provincia de Córdoba, declarando procedente la defensa de falta de acción, por las razones explicadas supra. En su mérito, corresponde rechazar la ampliación de demanda articulada en contra de la Provincia de Córdoba, con costas a la actora perdidosa (art. 130 del CPC), debiéndose dejar sin efecto las regulaciones de honorarios establecidas en la sentencia impugnada, y estimar los honorarios -en la alzada- del Dr. Julio José Montes en el 35% de lo que oportunamente se regule en primera instancia a los letrados del Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba. IV.- Admitir el recurso de apelación articulado por Sancor Cooperativa de Seguros Ltda y subsanar la omisión incurrida en el pronunciamiento apelado, estableciendo que las costas por su intervención en la primera instancia, son a cargo del actor, conforme a los fundamentos allí dados. Imponer las costas por el orden causado, conforme a las explicaciones brindadas oportunamente. V.- Desestimar la imposición de sanciones peticionada por la actora. -------------------------------------------------------------------------Protocolícese, hágase saber y bajen. Con lo que terminó el acto, que firman los Señores Vocales.-
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